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RAY ACHESON (*)

E
L NUEVO TRATADO de Reducción
de Armas Estratégicas (START) entró
en vigor el 5 de este mes. Se trata de

un acuerdo entre Rusia y Estados Unidos
que fija en 1 550 la cantidad máxima de
cohetes con ojivas nucleares que cada país
puede desplegar en cualquier momento
dado (había disminuido de 2 200 a 1 700
bajo el anterior acuerdo). El tratado no
afecta el número de ojivas que cada país
puede poseer (estimado en 8 500 para
Estados Unidos y 11 000 para Rusia).

Este acuerdo ha sido saludado como una
victoria por los partidarios del desarme,
quienes afirman que aunque no avanza
mucho sobre el desarme debería despejar
el camino para reducciones reales y fortale-
cer la relación entre las dos mayores poten-
cias nucleares.

En realidad, el nuevo START contiene du-
ras consecuencias: a cambio de su ratificación por el
Senado estadounidense, el Gobierno de Barack
Obama prometió 185 000 millones de dólares para
modernizar las armas nucleares durante 20 años.
Del mismo modo, el Parlamento ruso aprobó el
tratado solo con la condición de que el Gobierno
invierta en “preservar y desarrollar la investiga-
ción y las bases necesarias, así como las capaci-
dades de producción” de las fuerzas nucleares
estratégicas.

En mayo del 2010, los 189 Estados integrantes del
Tratado de No Proliferación Nuclear (NPT) —inclu-
yendo Rusia y Estados Unidos— acordaron un plan
de acción para avanzar en el desarme y la no prolife-
ración nuclear que compromete a todos los miembros
“a perseguir políticas que sean totalmente compati-
bles con el tratado y con el objetivo de lograr un
mundo sin armas nucleares”. En 2005 y 2010, todos
los Estados nucleares reconocidos por el NPT
(China, Francia, Rusia, Reino Unido y Estados
Unidos, también miembros permanentes del Consejo
de Seguridad de las Naciones Unidas), manifestaron
su adhesión a la  “tarea inequívoca” de lograr la eli-
minación total de sus arsenales nucleares. La obliga-
ción de desarmarse es un elemento central del pro-
pio NPT, que también exige poner fin a la moderniza-
ción y a las inversiones en armas nucleares y obliga

a los Estados a negociar el cese de la carrera arma-
mentista.

Pese a esas obligaciones, todos los Estados nucleares
están inmersos en planes para modernizar sus arse-
nales. La modernización de las ojivas  estadouniden-
ses existentes está en curso para extender su vida, y
otros programas incluyen capacidades militares adi-
cionales. Rusia, por su parte, está ocupada en
modernizar los tres sectores de sus fuerzas nuclea-
res: misiles balísticos intercontinentales, submarinos
y bombarderos. En 2010, la Marina francesa desple-
gó un nuevo misil para ser lanzado desde submari-
nos, el M-51. Se anticipa que los misiles serán arma-
dos con nuevas ojivas nucleares en el curso de esta
década.   

El Reino Unido ha pospuesto sus planes de moder-
nizar el Trident, pero no ha descartado la idea. China
está desplegando nuevos misiles móviles, una nueva
clase de misil submarino y, según se dice, está incre-
mentando el número de sus ojivas nucleares.

En cuanto a aquellos Estados no integrantes del
NPT, nuevas informaciones de los servicios de inteli-
gencia estadounidenses indican que Pakistán ha
expandido su arsenal durante los últimos años (de 90
a 110) y está incrementando su capacidad para pro-
ducir más material fisionable para armas nucleares.
De acuerdo con estimaciones, India prosigue el

desarrollo de una triada de fuerzas nuclea-
res ofensivas y planea introducir varias
mejoras, incluyendo misiles balísticos, sub-
marinos atómicos dotados de misiles y posi-
blemente un misil crucero con carga nucle-
ar. Se desconocen, en cambio, los planes
de Israel para sus armas nucleares.

Las implicaciones de la modernización de
los arsenales nucleares para la seguridad y
la estabilidad internacionales, así como
para el régimen de no proliferación, son gra-
ves. En la Conferencia de Revisión del NPT
de 2010, la mayoría de los Estados no
nucleares se quejó de la doble moral de las
potencias nucleares, que buscan fortalecer
los controles contra la proliferación al
mismo tiempo que se ocupan de potenciar
sus propios arsenales.

Mientras los líderes de muchas de las poten-
cias nucleares han declarado su interés en bus-
car “un mundo sin armas nucleares”, sus presu-
puestos  y políticas contradicen esa afirmación,
lo que lleva a la frustración entre los Estados no

nucleares y amenaza la integridad del propio NPT. Los
países occidentales, que propician mayores restricciones
en materia de tecnología nuclear para prevenir la prolife-
ración, fueron incapaces de llevar adelante reformas, en
gran parte porque la mayoría de los Estados no nuclea-
res se niegan a aceptar más controles mientras los
Estados nucleares continúan invirtiendo en sus arsenales
y rechazan comprometerse en el proceso y establecer
una fecha límite para el desarme completo.

Los planes para modernizar los arsenales nucleares
proyectan sombras amenazantes sobre el futuro cercano.
Aunque algunos gobiernos y un amplio número de gru-
pos de la sociedad civil tratan de iniciar negociaciones
para una convención que disponga la prohibición de las
armas nucleares, los Estados nucleares parecen renuen-
tes a participar en conversaciones multilaterales sobre
desarme. Pero si se quiere eliminar el peligro de una
guerra nuclear, el cese de los planes y de la construcción
de una eterna amenaza nuclear debe concretarse más
pronto que tarde. (IPS)

(*) Ray Acheson dirige Reaching Critical Will, un pro-
yecto de la Liga Internacional de Mujeres por la Paz y la
Libertad que postula el desarme y el control de las
armas nucleares.
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Reclusos en EE.UU. beben arsénico a diario
Charles Davis

Cuando se inauguró en 2005 la Prisión
Estatal de Kern Valley, en el occidente
de Estados Unidos, fue considerada “de
última generación”. Pero en pocas
semanas se descubrió un grave proble-
ma: el agua que brindaba a los reclusos
estaba envenenada.

El líquido contenía casi el doble del
nivel máximo de arsénico permitido por
las leyes federales. El arsénico es un
peligroso cancerígeno. 

Pero nada se ha hecho desde enton-
ces en esa prisión de máxima seguridad,
cuya construcción requirió una inversión
de 379 millones de dólares. 

“Realmente no les importa”, dijo Bertha
Nava, madre de uno de los presidiarios que
durante más de cinco años se han visto
obligados a beber el agua contaminada. No
solo sabe mal, sino que se ve mal, dijo. “Es
como mitad orina y mitad agua”, ejemplificó. 

Más de 5 000 reos consumen el líqui-
do, que sigue presentando elevadas
concentraciones de arsénico, y nadie ha
actuado para cambiar la situación, ni los
legisladores del estado de California, ni
las autoridades de la prisión, ni los fun-
cionarios del Departamento de Salud
Pública. 

El sufrimiento de Nava es evidente
cuando habla sobre sus esfuerzos y el
de otras madres para asegurar que sus
hijos tengan acceso a agua segura. 

“No les importan los prisioneros”,
señaló. “Realmente los han olvidado. De
hecho, a los animales los tratamos
mejor”, añadió. 

Beber agua con arsénico puede cau-
sar múltiples problemas de salud. Según
la Agencia de Protección Ambiental de
Estados Unidos, la exposición prolonga-
da a este elemento puede provocar
“cáncer de vejiga, de pulmón, de piel, de
riñones, de fosas nasales, de hígado y
de próstata”. 

“Se suponía que mi hijo sería liberado
en 13 años”, dijo Nava. “Bien, ¿qué pro-
blemas médicos va a tener cuando
salga? ¿Podrá vivir normalmente? ¿O
va a ser liberado simplemente para morir
de cáncer?”. 

La actitud de las autoridades no le da nin-
guna esperanza a Nava ni a los reclusos. 

“Esta no es una emergencia”, señala
en un reciente memorando el director de
la prisión, M.D. Biter, y añade que los
presidarios “no necesitan un suministro
alternativo de agua (por ejemplo, embo-
tellada)”, aunque reconoce que quienes
beban el líquido “podrían experimentar
daños en la piel o en el sistema circula-
torio, o tener más riesgos de cáncer”. 

Si bien no ven una urgencia, las auto-
ridades carcelarias prometieron resolver
la situación. 

“La Prisión Estatal de Kern Valley tra-
baja con (la oficina de) Administración
para la Planificación y Construcción de
Instalaciones con el fin de colocar un sis-

tema de tratamiento de arsénico”, seña-
la el memorando. “Prevemos resolver el
problema para octubre del 2011”. 

Pero los prisioneros y sus familias ya
escucharon esas promesas antes. Un
casi idéntico memorando emitido el 8 de
abril de 2008 por el entonces director
Anthony Hedgpeth, aseguraba que las
autoridades de la cárcel trabajaban para
“instalar un sistema de tratamiento de
arsénico” y prometía resolver la situa-
ción para junio del 2009. 

La dirección de la prisión no ha actua-
do a pesar de que, en diciembre del
2009, el Departamento de Salud Pública
de California emitió una orden instándo-
la a elaborar un plan con etapas espe-
cíficas para resolver la situación, so
pena de sufrir una “acción judicial o
penas civiles”. 

Como la orden no fijaba un plazo para
su cumplimiento, ha quedado en sus-
penso. 

(Fragmentos de IPS)
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